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SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia de la Magistrada Doctora CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA

En el juicio de cobro de prestaciones sociales y otros conceptos laborales instaurado por el ciudadano WILLIAM RODOLFO BONILLA, titular de la cédula de identidad número V-9.146.921, representado judicialmente por los abogados Miguel Ángel Hernández Gil, Evelyn del Valle Ramírez Brito, Fanny Dunllin Lima Gámez, Luis Eduardo Medina Gallanti, Renzo Benavides Lizarazu y María Antonia Andreu Suárez, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los números 104.446, 24.469, 73.645, 75.666, 48.448 y 66.900, respectivamente, actuando en su carácter de Procuradores Especiales del Trabajo, contra la UNIDAD EDUCATIVA EL BUEN PASTOR, inscrita en el Registro Público de los Municipios San Cristóbal y Torbes, el 12 de junio de 1997, bajo el N° 07, Protocolo Primero, Tomo 43, representada judicialmente por los abogados Jesús Arvey Suárez y Braulio César Sánchez, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los números 35.429 y 38.640, en su orden; el Juzgado Tercero de los Municipios San Cristóbal y Torbes de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, en sentencia del 8 de abril de 2005, declaró con lugar la demanda propuesta.

El Juzgado Superior Primero para el Nuevo Régimen Procesal y Transitorio del Trabajo de la referida Circunscripción Judicial, conociendo del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, declaró parcialmente con lugar la apelación y parcialmente con lugar la demanda, modificando el fallo de primera instancia, mediante sentencia publicada el 27 de junio de 2005.

Contra la mencionada decisión, en fecha 4 de julio de 2005, la representación judicial de la parte demandante interpuso recurso de control de la legalidad, el cual fue admitido por esta Sala mediante auto del 31 de octubre de 2005, y de conformidad con el artículo 173 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo se fijó audiencia oral, pública y contradictoria para el día 9 de febrero de 2006, bajo la ponencia de la Magistrada DOCTORA CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA.
Cumplidas las formalidades legales, se celebró la audiencia oral, pública y contradictoria en fecha 9 de febrero de 2006, y emitida la decisión inmediata de la causa conforme a lo establecido en el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, pasa en esta oportunidad la Sala a reproducir y publicar la sentencia, previas las siguientes consideraciones:

DEL RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD

La parte recurrente fundamentó el recurso ejercido, en los alegatos que se exponen a continuación:

Denuncia el recurrente, que el juzgador de la sentencia impugnada infringió normas de orden público y desconoció la doctrina jurisprudencial de esta Sala al declarar “parcialmente sin lugar” la demanda incoada por el trabajador accionante, ya que negó la procedencia de la pretensión relativa al cobro de los salarios dejados de percibir por el actor durante el período transcurrido entre el despido injustificado efectuado por el patrono y la fecha de presentación de la demanda ante el tribunal de la causa, pese a que, para el momento en que se reclama judicialmente el pago de tales conceptos, la Inspectoría del Trabajo había dictado una providencia administrativa mediante la cual ordenó el reenganche del trabajador despedido y el pago de los salarios caídos, ya que éste gozaba de inamovilidad laboral.

Señala también el representante judicial de la parte accionante, que el Juez de alzada, violando disposiciones legales y constitucionales de eminente orden público -como los artículos 2, 3, 5, 10 y 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, 2 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y 8 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, en concordancia con los artículos 7, 26, 89, 257 y 334 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela-, negó la reclamación del pago de los salarios dejados de percibir por el trabajador, que se causaron por el incumplimiento del patrono de reengancharlo en su puesto de trabajo de acuerdo con lo ordenado en la providencia administrativa que puso fin al procedimiento de Estabilidad tramitado ante la Inspectoría del Trabajo, fundamentando su decisión en que tales conceptos no podían ser demandados mediante un procedimiento ordinario de cobro de prestaciones sociales.

Por su parte, el Juez Superior estableció en su fallo que se encontraba debidamente acreditado en autos que la relación de trabajo había tenido una duración de tres (3) meses y dos (2) días –desde el 19 de febrero de 2002 hasta el 20 de mayo del mismo año-, y que la causa de terminación de la misma fue el despido injustificado del trabajador, por lo que declaró procedentes las pretensiones del accionante en cuanto al pago de los conceptos derivados de la extinción de la relación laboral (prestación de antigüedad, indemnizaciones por despido injustificado, etc.). No obstante, la Juez ad quem declaró improcedente el reclamo de los salarios caídos derivados del incumplimiento por la parte patronal respecto de la providencia emitida por la Inspectoría del Trabajo –en la cual se ordenó el reenganche y pago de salarios caídos del trabajador- por considerar que tal reclamo no podía ser realizado en este tipo de procedimiento, sino exclusivamente mediante un juicio de estabilidad laboral.

Finalmente, declaró parcialmente con lugar la apelación ejercida por la parte demandada y parcialmente con lugar la demanda, condenando a la empresa accionada al pago de la cantidad de cuatrocientos ochenta y ocho mil quinientos setenta y siete bolívares con diez céntimos (Bs. 488.577,10), más el monto resultante de la experticia complementaria de fallo para determinar los intereses moratorios y la corrección monetaria.

Para decidir, la Sala observa:

De una revisión exhaustiva de las actas del expediente, se pudo constatar que el ciudadano demandante prestó sus servicios como vigilante nocturno en la empresa demandada –la relación de trabajo es un hecho no controvertido-, desde el 18 de febrero de 2002 hasta el 20 de mayo del mismo año.

En este sentido, la empresa demandada niega que la prestación del servicio haya comenzado el 18 de febrero de 2002 y afirma que la misma se inició el 16 de abril de 2002 cuando el ciudadano José Luis Vera, quien trabajaba para la institución como vigilante nocturno, se ausentó para realizar un viaje, por lo que fue contratado el trabajador accionante para hacer una suplencia. Sin embargo, la parte demandada, a quien correspondía la carga de probar el hecho nuevo alegado, no aportó medios de convicción que permitan constatar esta circunstancia, además de lo cual, cursa en el expediente la copia certificada del acta emitida por la Inspectoría del Trabajo del Estado Táchira en el procedimiento de calificación de despido incoado por el trabajador demandante contra la empresa accionada -folio 99 de la primera pieza-, en la que se deja constancia de la declaración realizada por la representante legal de la Unidad Educativa, según la cual, el trabajador comenzó a prestar sus servicios personales en fecha 19 de febrero de 2002.

En consecuencia, dado que el sistema de distribución de la carga de la prueba en el procedimiento laboral, impone al patrono la producción de los medios de convicción necesarios para acreditar la veracidad de las afirmaciones formuladas para desvirtuar los alegatos del accionante, y en virtud de que en el caso sub examine no se probó que la fecha de inicio de la relación fuera la alegada por la demandada, queda establecida como fecha de inicio de la misma el 18 de febrero de 2002 y como fecha de terminación el 20 de mayo del mismo año -ya que esta última no resulta un hecho controvertido en el proceso-, la antigüedad del trabajador es de tres (3) meses y dos (2) días.

Se observa que, el ad quem declaró procedente la pretensión del accionante respecto al pago de los conceptos derivados de la terminación de la relación de trabajo (prestación de antigüedad, indemnizaciones por despido injustificado, etc.), sin embargo, negó la procedencia de los salarios dejados de percibir por el trabajador desde el momento en que se verificó el despido injustificado -20 de mayo de 2002- hasta la fecha de interposición de la presente demanda -13 de febrero de 2004-, fundamentando su decisión en que tales conceptos no podían ser reclamados mediante el procedimiento ordinario de cobro de prestaciones sociales.

De la revisión de las actas del proceso, se constata que cursa –inserta a los folios 7 al 13 de la primera pieza del expediente- copia certificada de la providencia administrativa dictada el 7 de mayo de 2003 por la Inspectoría del Trabajo del Estado Táchira, en la que se declara con lugar la solicitud de reenganche y pago de salarios caídos interpuesta por el trabajador demandante contra la empresa accionada, en virtud de que para el momento en que se produjo el despido, se encontraba vigente el Decreto Presidencial N° 1.152 de fecha 28 de abril de 2002, donde se estableció inamovilidad laboral, y ordena al patrono que proceda a reenganchar al trabajador y a pagar los salarios dejados de percibir desde el 20 de mayo de 2002 hasta la fecha de su efectiva reincorporación en su puesto de trabajo. Asimismo, consta en autos, copia certificada del acta realizada por la Unidad de Supervisión de la Inspectoría del Trabajo del Estado Táchira, fechada el 16 de junio de 2003 –al folio 103 de la primera pieza- en la cual deja constancia de que la parte patronal no había cumplido la orden de reenganchar al trabajador, ni realizado el pago de los salarios caídos.

A pesar de que quedó plenamente demostrada en autos la existencia de una providencia administrativa –que no fue impugnada en la jurisdicción contencioso administrativa, y por lo tanto, resulta plenamente eficaz jurídicamente- en la que se declara que el trabajador fue despedido injustificadamente, y que debido a la inamovilidad laboral decretada por el Ejecutivo Nacional el 28 de abril de 2002 mediante Decreto N° 1.752, publicado en la Gaceta Oficial N° 5.585 –el cual resultaba aplicable al trabajador-, el accionante debía ser reincorporado a su puesto de trabajo con el pago de los salarios caídos correspondientes, y evidenciado el incumplimiento de la misma por parte del patrono; el Juez ad quem, negó la procedencia de la pretensión en lo que respecta al pago de los salarios caídos –desde el momento del despido injustificado, hasta la fecha de la interposición de la demanda- argumentando que tales conceptos no podían ser reclamados en el procedimiento de cobro de prestaciones sociales, lo cual constituye un evidente quebrantamiento de normas de orden público.

En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 453 y siguientes de la Ley Orgánica de Trabajo, corresponde al Inspector del Trabajo realizar la calificación del despido de un trabajador amparado por inamovilidad laboral, y en caso de que constatare que ha sido despedido sin el cumplimiento del procedimiento establecido en dicho artículo, puede ordenar el reenganche y pago de los salarios dejados de percibir desde la fecha del despido hasta su definitiva reincorporación al puesto de trabajo. Asimismo, el precitado decreto de inamovilidad remite al artículo mencionado. Sin embargo, la Inspectoría del Trabajo no tiene competencia para hacer ejecutar forzosamente la obligación del patrono de pagar los salarios caídos, y el trabajador que obtenga una providencia administrativa que ordene su reenganche y pago de salarios caídos no puede acudir al juez de estabilidad para obtener un pronunciamiento que tutele su derecho a conservar su puesto de trabajo, ya que en los supuestos de inamovilidad laboral, el órgano judicial carecería de jurisdicción frente a la administración pública (artículo 59 del Código de Procedimiento Civil).

En consecuencia, frente al incumplimiento del patrono de reenganchar al trabajador amparado por inamovilidad, si éste decide finalmente abandonar su derecho de reincorporación a su puesto de trabajo, sólo mediante el procedimiento laboral ordinario podría obtener el cumplimiento forzoso de la obligación de pagar los salarios dejados de percibir y el resto de las prestaciones derivadas de la terminación de la relación de trabajo por despido injustificado, lo que pone en evidencia que si el Juzgador declara la improcedencia de esta pretensión, fundamentado en que el procedimiento ordinario no es el medio a través del cual debe resolverse esta controversia, está cercenando el derecho a una tutela judicial efectiva del trabajador.

En virtud de lo anterior, resulta procedente el recurso interpuesto ya que fueron violentadas normas de orden público laboral y jurisprudencia reiterada de la Sala. En consecuencia, se anula la decisión recurrida y se pasa a decidir el fondo de la controversia, de conformidad con lo establecido en el artículo 179 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Así se decide.

DECISIÓN SOBRE EL FONDO DE LA CONTROVERSIA

El ciudadano William Rodolfo Bonilla demandó a la Unidad Educativa El Buen Pastor por cobro de prestaciones sociales y otros conceptos laborales.

Afirma el demandante que en fecha 18 de febrero de 2002 comenzó a prestar sus servicios personales para la Unidad Educativa El Buen Pastor y que dicha relación de trabajo finalizó por despido injustificado el 20 de mayo de 2002. Alega que, la Inspectoría del Trabajo de San Cristóbal ordenó mediante providencia N° 65 del 7 de mayo de 2003 su reenganche y el pago de los salarios caídos, lo cual no fue cumplido por la parte patronal.

En virtud de lo anterior, procedió a demandar la indemnización de antigüedad establecida en el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo; las indemnizaciones por despido injustificado establecidas en el artículo 125 eiusdem; vacaciones fraccionadas; bono vacacional fraccionado; utilidades fraccionadas; salarios retenidos –de conformidad con el artículo 173 de la ley sustantiva- y los salarios caídos desde el 15 de mayo de 2002 hasta el 11 de febrero de 2004.

Finalmente, estima la demanda en la cantidad de cinco millones seiscientos treinta mil cuatrocientos sesenta y cinco bolívares con sesenta y seis céntimos (Bs. 5.630.465,66).

En la contestación de la demanda, la parte demandada admite que el accionante prestó servicios laborales para la empresa, y que la relación de trabajo terminó el 20 de mayo de 2002.

No obstante, niega que la relación de trabajo se haya iniciado el 18 de febrero de 2002, ya que según alega, el accionante comenzó a prestar sus servicios el 16 de abril de 2002, supliendo temporalmente al ciudadano José Luis Vera que se desempeñaba como vigilante de las instalaciones de la institución educativa –con motivo de un viaje que éste debía realizar por asuntos familiares-, y que la directora del plantel –quien afirma ser tía del accionante- “por razones familiares y humanitarias” le dio la oportunidad de realizar esta suplencia mientras ingresaba de nuevo en la Corporación de Salud del Estado Táchira, ya que, según afirma la parte accionada, el trabajador demandante “sufría de trastornos mentales” y requería de control médico y tratamiento adecuado.

Alega que la terminación de la relación de trabajo se debió a que el día 20 de mayo de 2002, a las seis y treinta de la mañana (6:30 a.m.), el accionante tuvo una conducta ofensiva hacia la directora del plantel, porque ésta le había llamado la atención por haberse ausentado del lugar de trabajo durante la noche –siendo que su obligación era vigilar durante las horas nocturnas las instalaciones de la empresa- y que debido a su conducta “violenta” llamó a la Dirección de Seguridad y Orden Público, afirmando que para el momento en que se presentó la comisión enviada, ya el trabajador se había retirado del sitio, abandonando voluntariamente el lugar de trabajo.

Rechaza pormenorizadamente las pretensiones del actor en cuanto al cobro de los conceptos derivados de la relación de trabajo, ya que en su criterio no se causaron tales beneficios porque la relación laboral duró sólo un (1) mes y dos (2) días, y en todo caso, alegó que los salarios caídos reclamados no son procedentes porque la parte patronal estaba imposibilitada de cumplir con su obligación de reenganchar al trabajador, ya que este se encontraba “huyendo” porque tenía una orden de captura emitida el 29 de abril de 2003 por el Tribunal Segundo de Primera Instancia en función de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad del Estado Táchira, y posteriormente fue encarcelado el día 27 de junio de 2003, hasta el 25 de agosto del mismo año.

De lo anterior, se evidencia que la controversia se centra en la procedencia de las indemnizaciones y demás conceptos derivados de la terminación de la relación de trabajo y en cuanto al pago de los salarios dejados de percibir con ocasión del presunto incumplimiento por parte del patrono de la obligación de reenganchar al actor en su puesto de trabajo.

Ahora bien, en cuanto a la procedencia de las prestaciones sociales y otros conceptos laborales que se causan a la terminación de una relación laboral, se observa que la defensa de la parte demandada consistió en la alegación de que la fecha de inicio de la relación de trabajo –cuya existencia no fue controvertida en el proceso- no fue el 18 de febrero de 2002 como lo afirmó el accionante, sino que se inició el 16 de abril de 2002, y que por haber terminado el 20 de mayo de 2002 –hecho en el cual están de acuerdo ambas partes- no se habrían generado los conceptos reclamados.

Tal como se ha expuesto, la afirmación por parte del patrono de un hecho nuevo para contradecir los alegatos del accionante coloca sobre el primero la carga de probar su efectivo acaecimiento, y en caso de no satisfacerse dicha carga probatoria se deben tener como ciertos los hechos alegados en la demanda. En el caso de autos, la parte patronal no aportó los elementos de convicción necesarios para demostrar que efectivamente la prestación de servicios comenzó el 16 de abril de 2002, y por el contrario, de la copia certificada del acta emitida por la Inspectoría del Trabajo del Estado Táchira en el procedimiento de calificación de despido incoado por el trabajador –cursante al folio 99 de la primera pieza-, se puede extraer que la representante legal de la empresa afirmó durante el procedimiento administrativo que el trabajador comenzó su prestación de servicios el 19 de febrero de 2002, lo cual permite establecer como cierto el alegato de la parte accionante de que la relación se inició el 18 de febrero de 2002.

En consecuencia, al quedar establecida la existencia de la relación laboral, y que la misma tuvo una duración de tres (3) meses y dos (2) días –desde el 18 de febrero de 2002 hasta el 20 de mayo del mismo año- deben declararse procedentes las indemnizaciones y demás conceptos laborales derivados de la finalización del contrato. Asimismo, se observa en el expediente, copia certificada de la providencia administrativa dictada el 7 de mayo de 2003 por la Inspectoría del Trabajo del Estado Táchira -folios 7 al 13 de la primera pieza-, en la que se declara con lugar la solicitud de reenganche y pago de salarios caídos interpuesta por el trabajador demandante contra la empresa accionada, lo cual implica que también resulta debidamente acreditado en el proceso que la causa de terminación del vínculo laboral fue el despido injustificado realizado por el patrono. Así se declara.

Con respecto al salario devengado por el demandante, se observa que a los folios 43 y 44 de la primera pieza del expediente cursan copias simples de los recibos de pago suscritos por el trabajador –que no fueron impugnados en la oportunidad procesal correspondiente- de los cuales se evidencia que para el 16 de mayo de 2002 percibía la cantidad de setenta y nueve mil doscientos bolívares (Bs. 79.200,00) quincenales –equivalentes a ciento cincuenta y ocho mil cuatrocientos bolívares (Bs. 158.400,00) mensuales -, siendo el salario mínimo legal vigente a partir del 1° de mayo de ese año, la cantidad de ciento cincuenta y nueve mil setecientos veinte bolívares (Bs. 159.720,00) mensuales –de conformidad con el decreto N° 1.752, publicado en Gaceta Oficial Extraordinaria N° 5.585 del 28 de abril de 2002-, y que para el 30 de abril de 2002 le pagaban la cantidad de setenta y cuatro mil doscientos bolívares (Bs. 74.200,00) quincenales –equivalentes a ciento cuarenta y ocho mil cuatrocientos bolívares (Bs. 148.400,00) mensuales-, estando vigente para ese momento el salario mínimo de ciento cincuenta y ocho mil bolívares (Bs. 158.000,00) mensuales de acuerdo al decreto N° 1.428 publicado en la Gaceta Oficial N° 37.271 del 29 de agosto de 2001.

Adicionalmente, se observa que la jornada ordinaria del actor era nocturna –y así fue reconocido por la parte demandada en la contestación- por lo que debe añadirse el recargo del 30% sobre el valor de la jornada diurna, de conformidad con lo establecido en el artículo 156 de la Ley Orgánica del Trabajo, resultando el salario normal del trabajador hasta el 30 de abril de 2002, la cantidad de doscientos cinco mil cuatrocientos bolívares (Bs. 205.400,00) mensuales, y a partir del 1° de mayo del mismo año la cantidad de doscientos siete mil seiscientos treinta y seis bolívares (Bs. 207.636,00) mensuales.

De lo anterior, se colige que el salario del actor para efectos del cálculo de los conceptos derivados de la relación laboral era de doscientos siete mil seiscientos treinta y seis bolívares (Bs. 207.636,00) mensuales, y que por haber recibido un salario menor al mínimo de ley, resulta procedente el pago de los montos retenidos. Así se decide.

Observa la Sala que, entre las pretensiones del accionante, figura el requerimiento de pago de los salarios dejados de percibir durante el tiempo transcurrido entre la fecha del despido injustificado –tal como fue calificado por -a Inspectoría del Trabajo competente- y el momento en que se introdujo la demanda, fecha en que el trabajador decide abandonar su derecho al reenganche ordenado por la autoridad administrativa laboral, mediante la providencia que decidió el procedimiento de calificación.

Este sentido, se puede constatar que cursa en el expediente, copia certificada de la sentencia publicada el 27 de diciembre de 2001 por el Tribunal Segundo de Primera Instancia Penal en Función de Juicio -folios 44 al 53 de la primera pieza- mediante la cual se condena al accionante a la pena de dos (2) años y ocho (8) meses de presidio por el delito de extorsión, y que éste se encontraba en libertad en el momento del inicio de la relación de trabajo porque le había sido concedido un beneficio de suspensión de la pena, el cual fue revocado el 15 de abril de 2003 -copia certificada de la sentencia, folios 54 al 60- siendo aprehendido nuevamente el 27 de junio del mismo año -copia certificada de la boleta de encarcelación, folio 75-. Finalmente, se acuerda nuevamente el beneficio de suspensión de la pena el 22 de agosto de 2003 y en esta misma fecha se otorga su libertad -copias certificadas de la sentencia a los folios 61 al 65 y de la boleta de excarcelación al folio 95-. 

Si se tiene en cuenta que la providencia administrativa dictada por la Inspectoría del Trabajo del Estado Táchira, mediante la cual decide el procedimiento de calificación de despido incoado por el actor, -y ordena el reenganche y pago de los salarios caídos correspondientes-, fue emitida el 7 de mayo de 2003, y se observa que en fecha 15 de abril de 2003, el Tribunal Segundo de Primera Instancia en función de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira negó el beneficio de suspensión condicional de la ejecución de la pena a la cual está sujeto el actor por haberse hallado culpable del delito de extorsión -sentencia del 27 de diciembre de 2001, dictada por el Tribunal Segundo de Primera Instancia en Función de Juicio del Circuito Judicial Penal de la referida Circunscripción Judicial-, es concluyente que para el momento en que la Inspectoría del Trabajo ordenó el reenganche y pago de los salarios caídos, el patrono se encontraba en una imposibilidad jurídica de cumplir su obligación de reincorporar al actor en su puesto de trabajo, ya que era sujeto de una pena privativa de libertad por la comisión de un delito, y dado que los salarios caídos constituyen una indemnización por el incumplimiento voluntario del patrono de reenganchar al trabajador, cuando el hecho objetivo del incumplimiento deriva de una causa extraña no imputable al obligado que imposibilita la ejecución de la prestación, la indemnización por el retardo en la reincorporación del laborante –salarios caídos- resulta improcedente. Así se decide.

Una vez establecidos los parámetros de cálculo necesarios para determinar los conceptos laborales adeudados al demandante, pasa la Sala a liquidar la obligación patronal en los siguientes términos:

Fecha de inicio de la relación: 18 de febrero de 2002.

Fecha de terminación: 20 de mayo de 2002.

Causa de terminación: despido injustificado (calificado por la Inspectoría del Trabajo competente).

Salario: Bs. 159.720,00 mensuales (salario mínimo vigente según decreto N° 1.752, publicado en Gaceta Oficial Extraordinaria N° 5.585 del 28 de abril de 2002)= Bs. 5.324,00 diarios.

Recargo del 30% por bono nocturno (artículo 156 de la Ley Orgánica del Trabajo)= Bs. 6.921,20 diarios.

Salario diario integral= Bs. 7.344,10.

Antigüedad: 3 meses y 2 días.

Prestación de antigüedad (artículo 108, parágrafo primero, literal a) eiusdem).

15 días de salario integral x Bs. 7.344,10= Bs. 110.161,50.

Indemnizaciones por despido injustificado

10 días (art. 125, num. 1) x Bs. 7.344,10= 73.441,00.

15 días (art. 125, lit. a) x Bs. 7.344,10= Bs. 110.161,50.

Vacaciones Fraccionadas (artículo 225).

3,75 días x Bs. 6.921,20= Bs. 25.954,50.

Bono vacacional fraccionado.

1,75 días x Bs. 6.921,20= Bs. 12.112,10

Utilidades fraccionadas (artículo 174)

3,75 días x Bs. 6.921,20= Bs. 25.954,50.
Diferencial salarios retenidos:

Salario mínimo mensual:

Desde el 18 de febrero de 2002 hasta el 30 de abril del mismo año: Bs. 158.000,00 + 30% recargo por jornada nocturna= Bs. 205.400,00/30= Bs. 6.846,66 diarios.

Desde el 1° de mayo de 2002: Bs. 159.720,00 + 30% recargo por jornada nocturna= Bs. 207.636,00/30= Bs. 6.921,20 diarios.

Salario recibido por el trabajador:

Desde el 18 de febrero de 2002 hasta el 30 de abril: Bs. 148.400,00/30= Bs. 4.946,66 diarios.

Desde el 1° de mayo de 2002: Bs. 158.400,00/30= Bs. 5.280,00 diarios.

Salarios retenidos:

Desde el 18 de febrero de 2002 hasta el 30 de abril:

72 días x Bs. 6.846,66= Bs. 492.959,52

72 días x Bs. 4.946,66= Bs. 356.159,52

Diferencia: Bs. 136.800,00.

Desde el 1° al 20 de mayo de 2002:

20 días x Bs. 6.921,20= Bs. 138.424,00.

20 días x Bs. 5.280,00= Bs. 105.600,00.

Diferencia: Bs. 32.824,00.

Total general adeudado al trabajador: quinientos veintisiete mil cuatrocientos nueve bolívares con diez céntimos (Bs. 527.409,10).
DECISIÓN

En mérito de las consideraciones anteriores, esta Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1°) CON LUGAR el recurso de control de la legalidad interpuesto contra la sentencia publicada el 27 de junio de 2005, por el Juzgado Superior Primero para el Nuevo Régimen Procesal y Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira; 2°) ANULA la referida sentencia; 3°) PARCIALMENTE CON LUGAR la demanda interpuesta por el ciudadano William Rodolfo Bonilla contra la Unidad Educativa el Buen Pastor.

En consecuencia, se condena a la parte demandada a pagar la cantidad de quinientos veintisiete mil cuatrocientos nueve bolívares con diez céntimos (Bs. 527.409,10) al accionante William Rodolfo Bonilla. Igualmente, se ordena la realización de una experticia complementaria del fallo para determinar las cantidades que correspondan al trabajador por efecto de la corrección monetaria del monto adeudado por concepto de prestaciones sociales y otros conceptos laborales.

No hay condenatoria en costas.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a  los dieciséis   (16) días del mes de febrero de dos mil seis. Años: 195° de la Independencia y 146° de la Federación.

	Presidente de la Sala,

____________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ



	Vicepresidente,

_______________________________

JUAN RAFAEL PERDOMO


	Magistrado,

________________________

LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ



	Magistrado,

_______________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO
	Magistrada Ponente,

_________________________________

CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA



	El

Secretario,

_____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA


C.L. N° AA60-S-2005-001258

Nota:
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